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RESPONSABILIDAD
POR DAÑOS PROVOCADOS 
EN ACCIDENTE VIAL CON UN ANIMAL BRAVÍO 

Alfredo Ferrante
Universidad de Girona

1. Hechos1

En una madrugada invernal de no-
viembre de 2005, a las seis horas, un 
animal bravío, un venado, procedente 
del coto de caza de propiedad de 
Luis –asegurado con la compañía 
MAPFRE– salta la malla ganadera 
de entre 1,10 y 1,30 m de altura (con 
un añadido de alambre de espino). Al 
cruzar la carretera nacional, golpea 
el retrovisor derecho del vehículo 
de turismo de Sabino, conductor y 
propietario que transporta otros dos 
amigos, Eduardo y Faustino. El joven 
Sabino, de veintiocho años de edad, 
pierde el control del automóvil y una 
frenada de 20 m no le impide colisio-
nar fronto-lateralmente con el coche 
industrial conducido por Rodrigo. A 
raíz del accidente Sabino queda con 
una paraplejía y un perjuicio estético 
grave. El conductor demanda tanto a 
Luis como a MAPRE el daño moral y 
los daños patrimoniales de adaptación 
de vivienda, y la adquisición de otro 
vehículo2. 

1 STS (Sala de lo Civil, Sección 1a) N° 
227/2014, de 22 mayo (RJ 2014/3334). Po
nente: Excmo Sr. Francisco Javier Arroyo 
Fiestas.

2 A Sabino se le cuantifica una minus
valía de 83%, habiendo, además, necesitado 

Son hechos probados que: 
a)	 La finca ocupa ambos márge

nes de la carretera y antes del 
accidente (en el año 2004) 
Luis había solicitado a la De-
legación del Medio Ambiente 
de la Junta de Andalucía el 
cercado de la finca, solicitud 
que se estimó parcialmente 
dado que Luis pretendía 
unir las dos parcelas de las 
que se componía el coto. La 
Delegación consideró que 
esto impedía la circulación 
entre ellas de las piezas de 
caza y, por ello, segregó el 
coto de una parcela y man-
tuvo la otra, concediendo un 
cercado de protección de la 
medida entre 1,10 y 1,30 m. 
Luis no recurre en contra de 

cuatrocientos treinta y siete días de hospita
lización para estabilizar su lesión. En este 
comentario no se examinarán los aspectos 
cuantitativos relativos a la indemnización. 
Recuérdese que es la ley Nº 19.050/1991 la que 
deroga el título ii de la ley Nº 18.490 eliminando 
la regulación del seguro de responsabilidad por 
daños a vehículos. Corral Talciani (2013), 
p. 445, manifiesta: “es de lamentar que un 
texto tan completo, haya sido mutilado, de 
manera poco técnica, para suprimir el seguro 
obligatorio”. No obstante, la póliza por daños 
materiales es posible al tenor del art. 14.
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esta decisión, sino luego del 
accidente de Sabino, en 2006, 
solicitando de nuevo el cerca-
do del coto. A raíz de lo su- 
cedido, se autoriza un valla- 
do de altura de 2,10 m, con la 
condición de que se respete 
una zona de tránsito y comu-
nicación entre ambos lados 
de la carretera. 

b)	 El tramo de carretera donde 
se produjo el accidente tenía 
una limitación de velocidad 
de 90 km/h y el informe peri-
cial concluye que la velocidad 
del vehículo no era superior a 
76,77 km/h.

c)	 Existía una señalización de 
paso de animales en libertad, 
pero no consta a qué distancia 
del punto de choque de los 
vehículos.

El Tribunal de Primera Instancia3 
condena en forma solidaria al titular 
del coto de caza y a su compañía ase-
guradora al pago de la totalidad de la 
indemnización, pese una la limitación 
cuantitativa existente en la póliza. 
En cambio, la Corte de Apelación4 
estima el recurso interpuesto por los 
demandados, al no haberse probado 
que Luis incurriese en falta de diligen-
cia en la conservación del coto, toda 
vez que en 2004 instó el vallado a la 
Delegación del Medio Ambiente de 
la Junta de Andalucía y el que le fue 
permitido tenía medidas ineficaces.

Por último, el Tribunal de Casa-
ción admite el recurso presentado 

3 JPI de Cazalla de la Sierra (Sevilla) de 
13 de abril de 2009 (inédita)

4 SAP Sevilla, sec. 5a, de 7 de noviembre 
de 2011 ( JUR 2012/67245).

por Sabino y estima que el titular del 
coto de caza operó con la “mínima di- 
ligencia exigible” al incumplir su de- 
ber de conservación, provocando cau
salmente el daño. 

En definitiva, no solo se considera 
violada la normativa autonómica5 re-
lativa al coto de caza sino que, dada 
la actividad lucrativa desarrollada, 
la diligencia hubiera tenido que ser 
“rigurosa”, lo que hubiera llevado a 
Luis a recurrir la decisión de la Junta 
de 2004. Por ello se considera: 

“las posibles y previsibles con- 
secuencias y riesgos que pue-
den provocar las piezas de 
caza mayor al cruzar la carre-
tera que atraviesa el coto exi-
gían una diligencia rigurosa, 
que no satisfizo el demanda-
do, pese a beneficiarse de la 
actividad lucrativa derivada 
de la actividad de la caza”.

La Corte Suprema introduce una 
importante modificación a la senten-
cia del Tribunal de Primera Instancia 
al condenar a la compañía asegurado-
ra solo hasta el límite de la cobertura 
de la póliza6 y a hacer solidariamente7 

5 Reflejada en los arts. 22 y 46 de ley Nº 8/ 
2003, de 28 de octubre de Flora y Fauna 
Silvestre de Andalucía (en Boletín Oficial Junta 
de Andalucía, Nº 218 de 12 de noviembre de 
2003 y BOE Nº 288 de 2 de diciembre de 2003 
y sucesivas modificaciones)

6 Además de condenarla al pago de los in
tereses moratorios según al art. 20 de 8 de octubre, 
de Contrato de Seguro (en BOE, Nº 250/1980, 
de 17 de octubre y sucesivas modificaciones).

7 En concreto, se decreta una condena 
solidaria a Luis y a MAPFRE a 150.103  (apro
ximadamente 99.818.495 $), y además a Luis 
a indemnizar la cantidad de 674.903  (apro
ximadamente 448.810.495 $) con su patrimonio.
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responsable al titular de coto (Luis) 
hasta ese límite y en el excedente, a 
cargo de su patrimonio8.

2. Ámbito normativo

y aparente coherencia en su aplicación

Al margen de la normativa autonómi-
ca relativa a la flora y fauna silvestre 
tomada en consideración en el ante-
rior epígrafe, el marco normativo en 
el caso analizado se rige por el art. 
33.1 de la Ley de Caza (ley Nº 4/1970, 
de 4 de abril) y la disposición adicio-
nal novena de la Ley sobre Tráfico9, 
así como introducida en 200510.

8 Esto se da porque la ley española no fija 
topes máximos en relación con el seguro obli
gatorio de accidentes personales. Técnicamente 
se considera que no es una cláusula limitativa 
de la responsabilidad prevista de la póliza de 
seguro, sino un hecho delimitador del riesgo y 
como tal, dicha limitación de cuantía es oponible 
a tercero véase STS Nº 895/2011, de 11 de 
noviembre (RJ 2012/3519). La póliza aseguraba 
la responsabilidad civil del coto de caza mayor 
con un límite por víctima de 150.253,03  
(alrededor de 102.172.040 $) y una franquicia 
de 150  (alrededor de 102.000 $) por siniestro.

Los topes máximos de los importes in
demnizables que contempla el seguro obliga
torio de accidentes personales (véase art. 25 
y ss. ley Nº 18.490/1986) quedan, en cambio, 
más tutelados en el ordenamiento chileno. 
Aquí siempre se podrán ampliar los importes 
(al tenor del art. 14) mediante póliza o cláu
sulas adicionales. Estos topes máximos vienen 
compensados con la posibilidad de perseguir 
otros tipos de indemnizaciones según las normas 
de Derecho Común frente al responsable del 
accidente (véase art. 15 ley Nº 18.490/1986).

9 Real decreto legislativo Nº 339/1990, de 2 
de marzo, por el que se aprueba el texto articulado 
de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos 
a Motor y Seguridad Vial, en BOE. Nº 63/1990, 
de 14 de marzo (y sucesivas modificaciones)

10 La disposición ha sido introducida por la 
ley Nº 17/2005, de 19 de julio, en BOE. Nº 172/ 

Según este art. 33 los titulares de 
aprovechamientos cinegéticos

“serán responsables de los da-
ños originados por las piezas 
de caza procedentes de los te-
rrenos acotados. Subsidiaria-
mente, serán responsables los 
propietarios de los terrenos”. 

Si no es posible precisar la proceden-
cia del animal respecto de un deter-
minado coto, esta disposición debe 
ser complementada con el art. 35.1 b) 
del reglamento de la Ley de Caza11, 
que fija una responsabilidad solidaria 
de todos los titulares de acotados que 
fueren colindantes y subsidiariamente 
de los dueños de los terrenos, aspecto 
que en el caso de quo no procede, dado 
que la finca de Luís ocupa ambos 
márgenes de la carretera.

La normativa nacional sobre caza 
que se acaba de proporcionar, se 
aplica cuando la comunidad autonó-
mica no haya dictado –según los arts. 
148.1.11° y 149.3 de la Constitución 
española– su propia normativa12. En 

2005, de 20 de julio. Sobre el comentario a la 
introducción de esta disposición v.gr. Busto 
Lago (2006) y Vicente Domingo (2014), en 
particular p. 1615 y ss.

11 Decreto 506/1971, de 25 de marzo (BOE. 
Nº 76 de 30 de marzo de 1971). 

12 Estas disposiciones autonómicas son 
esencialmente de carácter administrativo; sin 
embargo, a veces se regulan reglas sobre res- 
ponsabilidad civil, aspecto este último ten
diente a la inconstitucionalidad por defecto de 
competencia. Toda la normativa puede con- 
sultarse en el Código de Caza elaborado por 
el Ministerio de Justicia y descargable en 
la dirección http://boe.es/legislacion/co
digos/codigo.php?id=095_Codigo_de_
Caza&modo=1 [Fecha de consulta: 29 de 
abril de 2015].
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cambio, al margen del ámbito terri-
torial  donde se verifica el accidente, 
encuentra aplicación la disposición 
relativa a los accidentes de tránsito. 
En este sentido la sentencia aplica la 
norma introducida en 2005 por la cual 
se establecía una responsabilidad del 
conductor del vehículo

“cuando se le pueda imputar 
incumplimiento de las normas 
de circulación”.

Aquí la responsabilidad de los titulares 
de los aprovechamientos cinegéticos 
(o, en su defecto, los propietarios de 
los terrenos), es reclamable exclusiva-
mente demostrado que:

“el accidente sea consecuen-
cia directa de la acción de ca-
zar o de una falta de diligencia 
en la conservación del terreno 
acotado”.

A esto se añade una eventual 
responsabilidad del titular de la vía pú-
blica en la que se produce el accidente, 
como consecuencia de su deber de con-
servación y señalización de la misma.

En este sentido, la sentencia ana-
lizada aplica de manera coherente la 
disposición adicional novena de la 
Ley sobre Tráfico, así como la intro-
ducida en el año 2005 al señalar que 
al conductor no se le puede considerar 
responsable porque, por un lado, su 
conducta era diligente, al haberse 
demostrado de que no ha infringido 
ninguna disposición de la normativa 
vial –al circular a una velocidad con-
siderablemente menor– y, por otro 
lado, porque:

“ante lo inopinado de la inva-
sión del carril por el animal, 
no le era exigible un tipo de 
maniobra diferente de la eva-
siva, que provocó la perdida 
de control, el impacto del ani
mal y todo con nula lumino- 
sidad, dada la hora del acci-
dente”.

En definitiva, la sentencia anali-
zada dictamina la responsabilidad del 
titular del coto de caza, no pudiéndose 
acreditar problemas relativos a la 
eventual responsabilidad del titular 
de la carretera por existir la oportuna 
señalización. El fallo en análisis se 
comporta al hilo de los anteriores pro-
nunciamientos jurisprudenciales, en el 
sentido de que aplica una normativa 
que fija una presunción de responsabi-
lidad del conductor, cuya carga proba-
toria se puede razonablemente vencer, 
y una responsabilidad del titular del 
coto de caza que nace o por una falta 
de diligencia en la conservación del 
terreno acotado –como se da aquí– o 
cuando el accidente sea consecuencia 
de la acción de cazar. En estos casos, 
la exclusión de responsabilidad del 
titular del coto resulta efectiva, des-
cartándose solo la conexión habitual 
entre el animal y el aprovechamiento, 
es decir, demostrándose o que el ani-
mal no procedía del terreno13 o en un 
sentido más amplio, que su presencia 
en él es únicamente circunstancial14.

13 Así se excluyen los daños materiales en 
un vehículo provocados por un gamo al de- 
mostrarse que el animal pertenecía a otro coto 
colindante: STS de 9 de septiembre de 2014 
(RJ 2014/4799).

14 Caso de un jabalí: STS Nº 912/2007, de 
23 de julio (RJ 2007/4699).
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3. Replanteamiento legislativo

y consecuente abandono

de la postura jurisprudencial

Ahora bien la coherencia evidenciada 
en el epígrafe anterior es aparente, 
toda la orientación del Tribunal Su-
premo hasta ahora dictada, y también 
el fallo que se comenta, debe necesa-
riamente abandonarse en virtud de 
una reciente modificación normativa 
que ha producido la sustitución de la 
disposición novena analizada –la de 
2005– con otra introducida por la ley 
Nº 6/201415.

Esta nueva reforma16, fruto de 
las presiones desde varios años17 del 
gremio de los cazadores y titulares 

15 Ley Nº 6/2014, de 7 de abril, por la que 
se modifica el texto articulado de la Ley sobre 
Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y 
Seguridad Vial, aprobado por el real decreto 
legislativo Nº 339/1990, de 2 de marzo, en 
BOE. Nº 85/2014, de 8 de abril.

16 La nueva redacción es la siguiente: “En 
accidentes de tráfico ocasionados por atropello 
de especies cinegéticas en las vías públicas será 
responsable de los daños a personas o bienes 
el conductor del vehículo, sin que pueda 
reclamarse por el valor de los animales que 
irrumpan en aquéllas.

No obstante, será responsable de los daños 
a personas o bienes el titular del aprovecha
miento cinegético o, en su defecto, el propie- 
tario del terreno, cuando el accidente de tráfico 
sea consecuencia directa de una acción de caza 
colectiva de una especie de caza mayor llevada 
a cabo el mismo día o que haya concluido doce 
horas antes de aquél.

También podrá ser responsable el titular 
de la vía pública en la que se produzca el acci- 
dente como consecuencia de no haber repara
do la valla de cerramiento en plazo, en su 
caso, o por no disponer de la señalización 
específica de animales sueltos en tramos con 
alta accidentalidad por colisión de vehículos 
con los mismos”.

17 Se da noticia de la futura posible reforma 
ya en 2011: García Quintas (2011), p. 6.

de coto de caza y aplicable a los acci-
dentes de circulación en vía pública 
desde el 9 mayo de 2014, trastorna el 
actual sistema y le da descaradamente 
la vuelta, mediante una triple vuelta 
al tornillo.

Por un lado, transforma la respon-
sabilidad del conductor de culposa 
en objetiva; por otro, excluye de facto 
la responsabilidad de los titulares de 
los cotos de caza (y la subsidiaria de 
los propietarios de los terrenos) y fi-
nalmente, limita la de los titulares de 
la vía pública.

En este sentido, la reforma ha 
sido criticada por la doctrina, ya que 
“establece la irresponsabilidad de los 
titulares de los aprovechamientos”18, 
imputando una “responsabilidad de 
carácter objetivo que no obedece a 
ninguno de los criterios standard de 
imputación”19 aspecto que se eviden-
cia en no manifestarse su ratio legis20 ni 
válidos argumentos en la exposición 
de motivos de la ley que la introduce, 
lo que ha conducido a tacharla de in-
constitucional21. La nueva normativa 
fija una responsabilidad objetiva del 

18 Parra Lucan (2014), p. 952.
19 Llamas Pombo (2014), p. 31.
20 Fernández de Santos (2014), pp. 142-

143; Llamas Pombo (2014), p. 31. El primer au
tor evidencia cómo el mismo fenómeno se había 
verificado cuando se introdujo la disposición 
adicional novena, en su versión de 2005.

21 Así para alguno “la reforma proyectada, 
deviene injusta y arbitraria y, por consecuencia, 
inaplicable con el alcance que se pretende, al 
entrar en contradicción con nuestro Código 
Civil, y con nuestra propia Constitución, 
cuya superioridad normativa vulnera”: Yañez 
de Andrés (2014), Nº 8301. En este sentido 
también se ha afirmado que los titulares de 
las explotaciones cinegéticas se convierten en 
“ciudadanos privilegiados”, esta es la expresión 
de Llamas Pombo (2014), p. 32.
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conductor22, con la peculiaridad de 
excluir de que se le pueda reclamar 
el valor de los animales objeto del 
accidente. Correctamente se destaca 
que si el conductor debe considerarse 
(totalmente) responsable, lo debería 
ser de todos los daños provocados 
y, por lo tanto, se enfatiza una in-
coherencia del legislador al excluir 
la responsabilidad del conductor en 
la reclamación del valor de la pieza 
de caza23. En ese caso, en virtud de la 
nueva normativa, parece entenderse 
a contrario que la pieza de caza pasa a 
ser de propiedad del conductor (al no 
podérsele reclamar el valor), como si 
la hubiera “cazado” con su vehículo. 
Aquí se llegaría al mismo efecto de 
la actio de pauperie romana, con la 
considerable diferencia que cambia el 
sujeto responsable, ya que ella facul-
taba a otro responsable –el dueño del 
animal que provocó un daño– para 
elegir entre entregar el animal que 
causó el daño o pagar indemnización 
(véase D. 9.1.13).

Por ello poco serviría, como en 
el supuesto fáctico aquí analizado, 
demostrar mediante informe pericial 
que el conductor no había violado 

22 El primer inciso de la nueva disposición 
afirma: “en accidentes de tráfico ocasionados 
por atropello de especies cinegéticas en las 
vías públicas será responsable de los daños a 
personas o bienes el conductor del vehículo, 
sin que pueda reclamarse por el valor de los 
animales que irrumpan en aquéllas”.

23 Cfr. Llamas Pombo (2014), pp. 28-29. 
En cambio, otra parte de la doctrina considera 
acertada esta exclusión “para evitar situaciones 
de dudosa moral”, ya que parecería excesivo 
reclamar el valor de esta pieza a un conductor 
de un vehículo que, incluso, podría resultar 
fallecido Fernández de Santos (2014), pp. 
152-153.

ningún tipo de regla yendo a una velo-
cidad menor de la máxima permitida. 
Si la normativa anterior, aplicada a la 
sentencia de quo, exigía demostrar la 
infracción o incumplimiento24 de una 
conducta vial, esto ahora resulta del 
todo ininfluyente25.

Lo que es más reprochable es que 
la nueva reglamentación elimina todo 
tipo de referencia a la responsabilidad 
del titular del aprovechamiento cine-
gético, en relación con la diligencia 
en la conservación del acotamiento26, 

24 La jurisprudencia menor, sin embargo, 
ya evidenciaba que no era suficiente para po
der considerarse responsable el conductor, 
cualquier tipo de incumplimiento de las normas 
de tráfico de violación, sino que es necesaria 
“una vulneración relevante para la causación 
del accidente. Tal como por ejemplo, circular sin 
alumbrado obligatorio o a velocidad excesiva”: 
SAP Salamanca, sec. 1ª, 27 de noviembre de 2013 
(JUR 2013/379563). En contra Llamas Pombo 
(2014), p. 23, para quien esta normativa hace 
innecesario demostrar el nexo de casualidad 
entre infracción y daño y sería suficiente para 
considerarlo responsable cualquier tipo de 
incumplimiento como “no portar en el coche 
un chaleco reflectante o las gafas de repuestos 
o sobrepasar el plazo de revisión obligatoria 
por la inspección Técnica”. En este último caso, 
quizá, mezcla impropiamente obligaciones que 
pertenecen al propietario del vehículo con las 
propias del conductor.

25 Ya no tendría sentido, mutatis mutandis, 
predisponer un sistema de presunciones de 
culpabilidad tipificadas como las contenidas 
para el conductor en el art. 167 texto refundido 
de la Ley de Tránsito (DFL Nº 1/2009). Si, en 
cambio, lo sería por lo que respecta las relativas 
al propietario (véase art. 170).

26 El segundo inciso de la nueva disposición 
afirma: “no obstante, será responsable de los 
daños a personas o bienes el titular del apro
vechamiento cinegético o, en su defecto, el 
propietario del terreno, cuando el accidente 
de tráfico sea consecuencia directa de una ac
ción de caza colectiva de una especie de caza 
mayor llevada a cabo el mismo día o que haya 
concluido doce horas antes de aquél”.
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es decir, elimina la razón principal de 
negligencia por la cual la sentencia 
comentada condena a Luis.

El tratamiento en favor del gremio 
de los cazadores no solo destaca por 
esta eliminación sino por la restricción 
del otro supuesto, es decir, que el 
daño sea una acción de cazar. Si en 
la versión anterior no se decía nada 
más, la nueva regulación introduce un 
triple acotamiento de este supuesto, ya 
que exige, para considerar responsa-
ble al titular del coto 

a)	 que la acción de caza sea ex-
clusivamente colectiva, con lo 
que se exonera al titular por 
la inmisión en la carretera del 
animal si se trata de una caza 
individual, 

b)	 que se trate de especies de 
caza mayor, excluyendo todo 
tipo de caza menor y 

c)	 que se demuestre por el con-
ductor que la acción de caza 
se había llevado a cabo el mis-
mo día del accidente o que 
haya concluido doce horas 
antes de aquél, delimitándose 
así el ámbito temporal de la 
actividad de caza. 

Estos tres requisitos, no son alterna-
tivos sino que deben concurrir27, y 
convierten la prueba de exoneración 
del conductor en una prácticamente 
diabólica28 a diferencia de lo que ocu

27 Como evidencia ya Fernández de San
tos (2014), p. 153.

28 Así la define Llamas Pombo (2014), 
p. 24. Sin embargo, debe aquí reportarse un 
accidente que generó los tres requisitos, al 
producirse durante una cacería de jabalíes. La 
solución de la STS Nº 245/2014, de 14 de mayo 
(RJ 2014/2729) –que se refiere a la normativa 
anterior– sería en este caso, idéntica aplicando 

rría con la anterior normativa, en que 
ella venía facilitada por la práctica de 
los tribunales (y por aplicación del 
art. 217.7 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil española) al darse una inversión 
de la carga probatoria. Así, se trasfor-
maba la responsabilidad del titular del 
coto en una casi objetiva, debiendo 
probar la diligencia debida, por ejem-
plo, en las medidas de conservación 
del coto, presumiéndose, incluso, que 
el animal procedía de su terreno29.

Por ello, la aplicación de la nueva 
normativa al supuesto fáctico analiza-
do modificaría sustancialmente el fon-
do, ya que todas las pruebas aportadas 
que han contribuido a dictaminar la res- 
ponsabilidad de Luis y a excluir la 
de Sabino, pasarían a convertirse en 
superfluas tanto por excluir la res
ponsabilidad del conductor como 
para evidenciar la responsabilidad del 
titular del coto de caza.

Solo desde la perspectiva de la res- 
ponsabilidad de los titulares de vía 
pública, la solución que se produciría 
por el pronunciamiento jurispruden-
cial del Tribunal Supremo permane-
cería igual, pero eso se debe a que en 
la sentencia comentada se descarta la 

la nueva normativa, aunque con diferentes 
argumentaciones jurídicas. Esta última decisión 
excluye la responsabilidad de la compañía 
aseguradora del vehículo por los daños 
provocados al pasajero (que pierde ambos 
ojos con una invalidez del 83%), al considerar 
que el conductor no fue responsable por haber 
mediado fuerza mayor, ya que la invasión de la 
piara de jabalíes procedentes del coto fue una 
invasión “imprevisible e inevitable” y confirma 
la responsabilidad del titular y de su compañía 
aseguradora.

29 Sobre el punto y con reenvío a la juris
prudencia menor: Llamas Pombo (2014), p. 
25; Álvarez Olalla (2014), § 3; Fernández 
de Santos (2014), p. 153.
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responsabilidad de estos. En efecto, 
debe destacarse que respecto de estos 
sujetos la nueva normativa también 
suaviza la responsabilidad, aunque de 
una manera muy velada. La anterior 
regulación exigía, para dictaminar 
la responsabilidad de estos sujetos, 
que el daño fuera consecuencia o del 
mal estado de “conservación” de la 
carretera o de la ausencia de “seña-
lización”.

Con el nuevo estatuto se restringe 
considerablemente el supuesto fáctico 
aplicable, porque se evidencia que la 
responsabilidad surge solo

“por no disponer de la señali-
zación específica de animales 
sueltos en tramos con alta acci- 
dentalidad por colisión de vehí- 
culos con los mismos”. 

Esta necesidad de advertencia en 
los “tramos con alta accidentalidad 
por colisión de vehículo”, conduce a 
una redacción incongruente, ya que 
se alzaría como un paliativo para un 
problema que ya no tiene solución. 
Efectivamente, la finalidad de la se-
ñalización debe ser la de prevenir la 
accidentalidad y no la de comprobar, 
quizá de manera estadística, que en 
ese efectivo tramo –de manera irre-
mediable– se han dado accidentes 
mortales o peligrosos30. 

30 Correcta y sarcásticamente la doctrina 
se pregunta “¿cuántos muertos hacen falta 
para considerar que un tramo es de alta acci
dentalidad o de ‘concentración de accidentes’ 
(según la denominación reglamentaria)?”, 
Llamas Pombo (2014), p. 30. Esta doctrina 
considera que por la nueva normativa el titular 
de la vía pública responda como “casi por dolo 
eventual”, ya que no repararía el vallado roto 

Por otro lado, ya no se habla de 
“conservación”, sino de “reparación 
de la valla de cerramiento”31. En este 
sentido, se viene a exonerar de un 
comportamiento activo al titular de 
la vía, en concreto a la administración 
pública. Ya no se considera su deber 
de proceder a cerrar todos los tramos 
de vía pública no vallados, sino que 
se exige una nueva y más restringida 
obligación: la de reparar los que ya 
están32.Y esta reparación, según el 
legislador, no debe haberse efectuado 
“en plazo”, terminología que resulta 
ser un poco sibilina33. 

Finalmente, se haga aquí un bre-
ve inciso, no relativo a los animales 

o no colocaría la señalización a sabiendas de 
que trata de un tramo de alta accidentalidad.

31 El tercer y último inciso de la nueva 
disposición afirma: “también podrá ser res
ponsable el titular de la vía pública en la que 
se produzca el accidente como consecuencia 
de no haber reparado la valla de cerramiento 
en plazo, en su caso, o por no disponer de la 
señalización específica de animales sueltos en 
tramos con alta accidentalidad por colisión de 
vehículos con los mismos”.

32 En este sentido, se vendría a restringir 
de manera importante aquella jurisprudencia, 
en particular la de la Sala 3ª del Tribunal 
Supremo (de lo contencioso administrativo), 
que condena al Estado al haberle exigido, 
hasta ahora, una obligación de cerramiento 
sobre todo, en las autovías. Sobre el punto 
recientemente y con reenvíos jurisprudenciales 
véase Álvarez Olalla (2014), § 2.a.

33 Así, es complicado identificar el correcto 
ámbito temporal dentro del cual debería re
pararse el vallado. Esto resulta aún más com
plicado si se quisiera encontrar respuesta en 
la normativa estatal. Si, por ejemplo, se toma 
como referencia la normativa sobre gestión de 
la seguridad de las infraestructuras viarias en 
la red de carreteras por la que se imponen las 
inspecciones de seguridad viaria (art. 21 del RD 
345/2011, de 11 de marzo, cfr. Llamas Pombo 
(2014), p. 30, n. 26), sería el controlado quien 
se supervisaría a sí mismo.
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cinegéticos, sino a los otros tipos que 
producen accidentes en las carreteras 
concesionadas y las autopistas. En este 
punto, la postura mayoritaria considera 
responsable a la empresa concesionaria, 
en caso de que se le haya atribuido su 
mantenimiento. Quiero evidenciar que 
en Chile34 se oscila entre condenarla 
mediante una responsabilidad contrac-
tual o extracontractual, a lo que se suma 
el hecho de que la legislación específica 
podría también solaparse, por la apli-
cación de la responsabilidad del sujeto 
como consumidor usuario.

Esta última posición, que se cons- 
tata incluso recientemente35, se com
plementa con las anteriores que inter- 
pretaban de forma extensiva los de-
beres de facilitar el tránsito en condi-
ciones de normalidad36. Una primera 

34 Sobre la responsabilidad del concesio
nario véase con reenvíos jurisprudenciales 
v.gr. Diez Schwerter (2012), en particular pp. 
139-144.

35 Si bien de momento solo por la juris
prudencia menor y en relación con el daño 
provocado por un animal, esto se da v.gr. 
en Corte de Apelaciones de Valparaíso de 
2 de octubre de 2014, José Guzman Solís vs 
Sociedad Concesionaria Autopista de Los 
Andes S.A., rol n. 424/2014, cita en línea 
Legalpublishing CL/JUR/7047/2014.

36 Aquí se aplica el art. 23.2 a) del texto 
refundido de la Ley de Concesiones (DS Nº 
900/1996, del Ministerio de Obras Públicas, 
coordinado y sistematizado por el DFL MOP 
Nº 164 de 1991), entendiendo que no es una 
condición normal de la vía que se encuentren 
animales sueltos transitando por ella. Se inter
preta extensivamente esta disposición por la 
cual, el concesionario debe facilitar el servicio 
“en condiciones de absoluta normalidad, 
suprimiendo las causas que originen molestias, 
incomodidades, inconvenientes o peligrosidad 
a los usuarios de las obras”. Por ello, se con
dena al concesionario de la autopista, por el 
impacto de un vehículo con una vaca que cruzó 
debido al mal estado de la cerca divisoria: 

postura, consideraba la presencia de 
una responsabilidad de naturaleza 
contractual, culpable y proveniente 
de una relación entre privados), de-
rivada del contrato de prestación de 
servicios y del pago del peaje. A ella se 
contrapone una visión jurisprudencial 
que se ciñe más bien a una responsa-
bilidad extracontractual, fundada en 
un deber general que impone realizar 
todas aquellas obras necesarias para la 
seguridad de los usuarios que se sirvan 
de la concesión; se incluye la obliga-
ción de instalar barreras que impidan 
el acceso de animales a la vía37, exi-
giéndose a la empresa concesionaria 
las correctas condiciones del vallado 
de la carretera y una señalización 

SCS de 17 de agosto de 2011, Bravo Cisternas 
Fredy con Sociedad Concesionaria Autopista 
del Aconcagua S.A., rol Nº 6.370-2009, cita 
en línea Legalpublishing CL/JUR/669/2011.

Análoga postura viene aplicada en España 
por el Tribunal Supremo al recurrir al art. 
27.2º letra a) de la ley Nº 8/1972, de 10 de 
mayo, por el cual se exige al concesionario 
asegurar la prestación del servicio y a facilitarlo 
en condiciones de absoluta normalidad 
“suprimiendo las causas que originen molestias, 
incomodidades, inconvenientes o peligrosidad 
a los usuarios de la vía, salvo que la adopción 
de medidas obedezca a razones de seguridad 
o de urgente reparación”. Este último inciso 
viene aplicado considerando que no se evitó 
que el animal cruzara la carretera y provocara 
el daño: v.gr. SAP Asturias n. 173/2007, de 8 
mayo (AC 2007/1717), SAP Ávila n. 215/2008, 
de 18 de octubre ( JUR 2006/2115), SAP 
Asturias Nº 161/2013, de 22 de mayo ( JUR 
2013/196739).

37 SCS de 28 de enero 2010, Canales 
con Ruta 5 Tramo Talca Chillán S.A., rol Nº 
6.919-2008, cita en línea Legalpublishing CL/ 
JUR/986/2010 (daños derivados del cruce 
de dos caballos en autopistas). Sin embargo, 
la Corte Suprema no consideró esta respon
sabilidad estricta, como en cambio había hecho 
la Corte de Apelaciones en virtud del artículo 
35 de la Ley de Concesiones.
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adecuada, considerando las especiales 
características del camino o autopista 
y su entorno38. 

Por lo tanto, puede verse que res-
pecto de la responsabilidad del conce-
sionario en los daños provocados por 
animales procedentes de coto de ca-
zas, los tribunales chilenos predispo-
nen una serie de supuestos parecidos a 
la normativa española, justificándolos 
en una obligación de adoptar medidas 
de seguridad necesarias para evitar la 
ocurrencia de accidentes en el tramo 
de vía concesionado. Esto es lo que, 
en definitiva, se dispone para el fisco 
o la municipalidad, en virtud del art. 
169.5 del Texto refundido de la Ley de 
Tránsito, en caso de daños provocados 
por “mal estado de las vías públicas o 
de su falta o inadecuada señalización”.

Ahora bien, al no existir un pro-
cedimiento indemnizatorio en el texto 
refundido de la Ley de Concesiones, 
puede venir en aplicación la Ley de 
Protección a los Derechos de los Con-
sumidores, en virtud de la excepción 
prevista en el caso del art. 2 bis letra 
c)39, abriéndose una posible acción 
indemnizatoria a través de dicha ley40. 

38 Como ocurre, en SCS de 30 de enero 
de 2013: Julio Agustín Gómez Zúñiga con 
Soc. Concesionaria Autopista del Sol S.A y 
Fisco de Chile, rol Nº 216-2011, cita en línea 
Legalpublishing CL/JUR/289/2013.

39 Por ello no encontraría aplicación este ar- 
tículo que excluye la aplicación de la Ley del 
Consumidor para la responsabilidad por las pres
taciones de servicios en el caso de la existencia, en 
una ley especial, de una acción de indemnización.

40 Esto es lo que se verifica en España 
mediante la aplicación de los arts. 147 y 148 
real decreto legislativo Nº 1/2007 asumiendo 
que el conductor es un usuario y por ello debe 
encontrar aplicación la legislación sobre de- 
recho de consumo (v.gr. SAP Segovia Nº 218/ 
2010, de 30 de septiembre ( JUR 2010/367734).

Ahora bien, esta última postura con-
duciría a la paradoja de tutelar menos 
al sujeto que el ordenamiento jurídico 
quiere considerar más débil, es decir, 
al consumidor. Efectivamente, en prin- 
cipio, se encontraría sometido a un 
término de prescripción de su acción, 
que según la ley de consumo41, sería 
mucho más breve42. 

La heterogeneidad jurispruden-
cial, si no se resuelve pronto por el 
legislador, podría levantar cuestiones 
de legitimación competencial del tri-
bunal al cual se somete la demanda 
indemnizatoria, ya que la compe-
tencia es diferente dependiendo si 
el procedimiento es o no parte de la 
legislación sobre consumidor. Frente 

41 Como señala la doctrina, este es el plazo 
de prescripción que esencialmente se aplica, 
aunque siempre queda abierta la posibilidad de 
acudir a los del Derecho Común. Con reenvíos 
jurisprudenciales véase Contardo González 
(2011), p. 89 y ss, en particular p. 90.

42 Aquí opera el plazo de cuatro  años 
en caso de responsabilidad extracontractual 
(cfr. art. 2332 del  CC) o el de cinco años en 
caso de la contractual (cfr. arts. 2514 y 2515 
del CC); sin embargo, desde el punto de vista 
de la responsabilidad contractual el problema 
es aún más complicado, ya que la ley Nº 
20.414/2010 introduce en la ley de concesiones 
los plazos del art. 36 bis. La doctrina se pregunta 
si estos plazos, deberían considerarse especiales 
y prevalecer sobre la normativa común. Para 
Hernán Corral Talciani debiera prevalecer 
el plazo fijado en el art. 36 bis en caso de 
reclamaciones fundadas en un hecho o ejecución 
de un acto que ocurre en la etapa de explotación 
de la concesión. Más dudoso, para el autor, es el 
caso de un acto que ocurra durante la etapa de 
la construcción de la concesión, donde el plazo 
fijado por el art. 36 bis debería considerarse 
de garantía y no de prescripción: Corral 
Talciani (2011), pp. 70-71. El autor considera 
que si se interpretara a la concesionaria como 
comerciante, se le podría aplicar el término de 
prescripción de cuatro años del art. 822 del 
Código de Comercio (op. cit., p. 69, n. 8)
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a este concurso normativo, se echa 
en falta una regla que faculte al sujeto 
más débil, si así quiere entenderse el 
consumidor, para elegir la norma que 
le favorezca entre aquellas estableci-
das en la legislación sobre consumo 
o en otra, en lo referido a la indem-
nización de perjuicios43. 

Esto parece aún más justificable, ya 
que se trata de un accidente de tránsito. 
Paradójicamente es la ley de seguro 
relacionado con accidente de tránsito 
y no la de consumo, la que prevé la 
posibilidad de no eliminar el ejercicio 
de acciones indemnizatorias que sean 
procedentes del Derecho Común44.

Y también debería zanjarse de una 
vez la situación relativa a la identifica-
ción de este tipo de responsabilidad en 
contractual o extracontractual. De lo 
contrario, el problema podría quedar 
afectado, en su solución, a la admisión 
o negativa de una opción entre ambos 
estatutos de responsabilidad45.

43 Como se verifica en la realidad española 
por aplicación del art. 128 RDL. Nº 1/2007, por 
el cual se establece que las acciones reconocidas 
en la legislación de consumo “no afectan a 
otros derechos que el perjudicado pueda tener 
a ser indemnizado por los daños y perjuicios, 
inclusos los morales, como consecuencia de 
la responsabilidad contractual, fundada en la 
falta de conformidad de los bienes o servicios 
o en cualquier otra causa de incumplimiento o 
cumplimiento defectuoso del contrato, o de la 
responsabilidad extracontractual a que hubiere 
lugar”. Sobre la cuestión de acumulación de 
acciones véase Caprile Biermann (2008).

44 Art. 15 ley Nº 18.490. “El derecho que 
según esta ley corresponda a la víctima o a sus 
beneficiarios, no afectará al que pueda tener, 
según las normas del derecho común, para 
perseguir indemnizaciones de los perjuicios de 
quien sea civilmente responsable del accidente”. 

45 Sobre una panorámica de la postura 
favorable y de la contraria véase Corral 
Talciani (2010), p. 639 y ss.

4. La evolución

de la responsabilidad

por animales cinegéticos

El recorrido español relativo a la res
ponsabilidad civil relativa a los ani-
males cinegéticos, se caracteriza por el 
progresivo abandono de la normativa 
general contenida en el Código Civil. 
Por la aprobación de la Ley de Caza y 
de su reglamento, respectivamente en 
los años 1970 y 1971, se viene a predis-
poner una disciplina ad hoc relativa a 
los daños provocados por las piezas 
de caza en terrenos acotados. De esta 
forma, se complementa la responsabi-
lidad, de naturaleza culpabilísima, del 
propietario de una heredad de caza en 
terrenos no acotados y para los daños 
“en fincas vecinas”, contenida en el 
art. 1906 del CC46 español, a la cual 
debe aparejarse la responsabilidad 
del poseedor de los otros animales, 
regulada en el art. 1905 del CC47. 
Ahora bien estas disposiciones vienen 
a sistematizarse con otras regulaciones 
específicas relativas a la tenencia de 
animales potencialmente peligrosos48 

46 A esta “complementariedad” se opone la 
postura por la cual el art. 1906 del CC español 
estaría derogado. Aunque la disposición final 
tercera de la Ley de Caza no lo derogue en 
forma  expresa, el artículo citado podría im
plícitamente estarlo, cuando se señala que se 
derogan “todas cuantas disposiciones se opon
gan a lo establecido en la presente Ley”. Esta 
última es la postura de STS 27 de mayo 1985 
(RJ 1985/2815).

47 Para un análisis detenido véase Colina 
Garea (2014).

48 Este es la ley Nº 50/1999, de 23 de di- 
ciembre, sobre el Régimen Jurídico de la 
Tenencia de Animales Potencialmente Peli
grosos, en BOE. Nº 307 de 24 de diciembre 
de 1999 y sucesivas modificaciones.
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y otra más concreta sobre los perros49, 
que fijan la necesidad de un seguro 
obligatorio de responsabilidad civil 
por daños a terceros y dictan disposi-
ciones administrativas50.

Frente al hecho de que la respon-
sabilidad fijada en la Ley de Caza es 
objetiva y a que deriva de las piezas de 
caza que cruzan la carretera chocando 
con los vehículos51, la lobby de los caza-
dores ha conseguido en estas décadas, 
antes suavizar y luego prácticamente 
excluir su responsabilidad, influyen-
do sobre la regulación de tráfico y la 
responsabilidad del conductor. 

El primer paso ya se produjo en 
2001, cuando –en una norma de re-
forma de la Ley de Tráfico– se cuela 
una disposición adicional que prevé 
la responsabilidad del conductor si se 
le puede imputar un incumplimiento 
de normas de circulación que pueda 
ser “causa suficiente de los daños 
ocasionados52”. El segundo paso se da 

49 Esto se regula por el real decreto de des
arrollo de la Ley de Tenencia de Animales Po
tencialmente Peligrosos, real decreto Nº 287/ 
2002, de 22 de marzo, en BOE. Nº 74. 27 de 
marzo de 2002 y sucesivas modificaciones.

50 En este sentido, debe también tenerse 
presente a las Comunidades Autónomas en 
esta materia. Por ejemplo en Cataluña véase 
Decret Legislatiu Nº 2/2008, de 15 de abril, 
Text Refós de la Llei de protecció dels animals, 
en DOGC Nº 5113 de 17 de abril de 2008, y 
relativamente a los perros Llei 10_1999, de 
30 de julio, sobre la tinença de gossos consi
derats potencialment perillosos, en DOGC 
Nº 2948 de 9 de agosto de 1999 y sucesivas 
modificaciones.

51 Para un estudio estadístico véase Centro 
de Estudio de Seguridad Vial (2013); Real 
Automóvil Club de Cataluña (2011).

52 En concreto, se infiltra en la ley Nº 19/ 
2001, de 19 de diciembre (BOE. Nº 304, 20 de 
diciembre de 2001) que modifica la ley sobre 
tráfico, una disposición adicional sexta por la 

en 2005, como se ha visto, de manera 
más expresa y contundente introdu-
ciendo la disposición adicional nove-
na en la misma Ley de Tráfico. Esta 
maniobra culmina con la reforma de 
2014, que opera sobre los accidentes 
de circulación y permite una aplica-
ción en todo el territorio nacional, 
al margen de cualquier legislación 
autonómica sobre caza (véase supra). 
El producto final no solo consolida el 
interés de los cazadores sino que con-
sigue beneficiar enmascaradamente, 
también, al gremio asegurador. En 
efecto,  al consolidar una responsabi-
lidad objetiva para el conductor, se in-
crementarán las primas de seguro53 y 
también la contratación de otros tipos 
de  pólizas adicionales. A diferencia 

cual: “en accidentes de tráfico por atropellos 
de especies cinegéticas, será causa legal que 
permita atribuir la responsabilidad al conductor 
del vehículo por los daños producidos en un 
accidente de circulación el hecho de que se 
le pueda imputar un incumplimiento de las 
normas de circulación que pueda ser causa 
suficiente de los daños ocasionados; ello sin 
perjuicio de la responsabilidad que sea exigible 
a quien corresponda conforme a la normativa 
específica y de que sean probadas debidamente 
las circunstancias del accidente”. 

Puede evidenciarse un cierto paralelismo 
entre la referencia de la “causa suficiente de 
los daños ocasionados” de esta disposición 
(desaparecida con la reforma de 2005) con 
la necesidad, al tenor de la ley de tránsito 
chilena, de que para que la infracción produzca 
responsabilidad civil, esta debe ser una “causa 
determinante de los daños producidos” (véase 
art. 166 del DFL 1/2009).

53 En este sentido “Se desvía el gasto de 
aseguramiento por estos accidentes de los 
titulares de los cotos hasta los conductores” 
Álvarez Olalla (2014), § 4, produciéndose 
un “sustancial ahorro para las compañías 
aseguradoras ya que no van a tener frente a las 
indemnizaciones procedentes de este tipo de 
accidentes”: Fernández de Santos (2014), p. 143.
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de la normativa chilena54, la póliza de 
seguro no cubre los daños personales 
del conductor y por, lo tanto, el seguro 
obligatorio no los cubre por defecto55. 
Establecer una responsabilidad ob-
jetiva del conductor en estos casos, 
significa incentivar la contratación 
de pólizas complementarias o a todo 
riesgo, que cubran las eventuales 
lesiones que podrían recaer sobre el 
mismo conductor56.

5. Necesidad de una armonización 
de la responsabilidad civil

por daños provocado

por los animales en Chile

En Chile, objeto de caza en un coto, 
según el art. 607 del CC, son los 
animales bravíos57, es decir, los que 
“viven naturalmente libres e inde-

54 En efecto, el art. 24.2 de la Ley que 
Establece el Seguro Obligatorio de Accidentes 
Personales Causados por la Circulación de 
Vehículos Motorizados (ley Nº 18.490/1986), 
establece que el seguro obligatorio de acci
dentes “cubrirá tanto al conductor del vehículo 
como a las personas que estén siendo tras
portadas en él y cualesquiera tercero afectado”. 

55 Véase art. art. 5 del RD 8/2004 de 29 
de octubre.

56 En este sentido son atentas las obser
vaciones de Parra Lucan (2014), p. 953 y Ál- 
varez Olalla (2014), § 4.

57 Al margen de que el art. 608 parece 
identificar el animal bravío y el animal salvaje, 
debería matizarse que el segundo es un con
cepto más amplio. Efectivamente, animales 
bravíos han de ser considerados solo aquellos 
que son susceptibles de ser cazados en virtud 
del art. 607 del CC en las tipologías que la ley 
de caza y su reglamento identifican. Animal 
salvaje, además de incluir los bravíos, debe 
abarcar también todo tipo de animal que viven 
libre e independiente del hombre, pero que no 
es susceptible de caza, porque, por ejemplo, 
pertenece a determinadas especies protegidas.

pendientes del hombre” (art. 608 del 
CC), sin consideración de su fiereza58. 
En este sentido, no puede encontrar 
aplicación la responsabilidad del ani-
mal fiero del art. 2327 del CC, ni la 
del art. 2326 del CC, porque la pieza 
de caza no depende del control huma-
no59; tampoco se podrían considerar 
bravíos los animales que, aunque sean 
semisalvajes, “están bajo resguardo y 
cuidado del dueño”60. La ley chilena 
de caza se preocupa de identificar que 
estos podrán ser piezas tanto de caza 
mayor como menor (art. 10) y delinea, 

58 Barrientos Grandon (2012), p. 1061; 
el autor destaca que en caso de animal feroz la 
responsabilidad civil del dueño debe incluirse 
en la regla del art. 2314 del CC y no del art. 
2326 del CC, ya que el art. 491 del Código Penal 
tipifica el cuasidelito para los animales feroces. 
En contra, en el sentido de que el art. 2327 
del CC cuando se refiere a fiero “ha querido 
aludir a los animales bravíos o salvajes, según 
la conceptualización del art. 608”: Corral 
Talciani (2013), p. 259. Por la jurisprudencia 
menor, feroz más bien debería identificarse con 
un animal peligroso (que no necesariamente es 
bravío o salvaje): v.gr. Corte de Apelaciones de 
Concepción de 26 de diciembre de 2007, rol 
Nº 1359/2006 cita en línea Legalpublishing 
CL/JUR/3143/2007, Corte de Apelaciones 
de Santiago de 6 de octubre de 2008, Roberto 
Carlos Leiva Araya; Ministerio Público con 
Carlos Felipe Gacitua López, rol Nº 1604/ 
2008, cita en línea Legalpublishing CL/JUR/ 
6113/2208. 

59 Quedaría exceptuada la hipótesis –don
de se aplicaría al art. 2326 del CC– del art. 619 
del CC, es decir, cuando los animales bravíos 
están bajo el control del propietario, esto es, 
salvo la hipótesis de la caza del art. 609 del CC, 
que es la que aquí nos interesa y que queda 
excluida: cfr. Alessandri Rodríguez (2008), 
§ 331, pp. 406-407.

60 Véase Corte de Apelaciones de Coyhai
que, de 31 de diciembre de 1992, Fisco de Chi
le con Lorenzo Torres Cárcamo, Honorindo 
Rivera Muñoz; rol Nº 6300/1992, cita en línea 
Legalpublishing CL/JUR/1128/1992.
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en su reglamento, todas las tipologías 
que son susceptibles de ser cazadas. 
En este sentido, la responsabilidad 
de los titulares de los cotos no sufre 
la limitación aportada por la nueva 
normativa española, que la restringe 
a las piezas de caza mayor. 

A la hora de identificar la respon-
sabilidad del titular del coto encuentra 
aplicación el art. 21 de la ley chilena 
de caza que señala: 

“los dueños de los cotos debe-
rán responder por los daños 
que causen los animales del 
coto, a las personas o bienes 
de terceros, de no mediar un 
cerco que impida el tránsito 
de los animales del coto a los 
predios colindantes”61.

Importante aquí es destacar que, 
aunque por un breve periodo, han 
sido sujetos a la aplicación del art. 21 
también las jaurías de perros salvajes 
o bravíos, al habérseles considerado 
desde enero hasta marzo de 2015 
como un animal de caza menor perte-
neciente a fauna silvestre o dañina. La 
medida justificada por los daños oca-
sionados en algunos sectores agrícolas 
y al impacto que tienen estos animales 
en el territorio rural, ha sido eliminada 
también frente a las presiones de los 
animalistas62.

61 La responsabilidad de los dueños de 
los cotos queda confirmada por el art. 43 del 
Reglamento de la Ley de Caza (decreto Nº 
5/1998).

62 El decreto agricultura Nº 65 de enero 
de 2015, los considera animales que son 
susceptibles de ser cazados o capturados “en 
cualquier época del año y en todo el territorio 
nacional sin limitación de número de piezas 

De la misma manera, el segundo 
inciso fija la responsabilidad de los 
dueños de criaderos: 

“asimismo, los dueños de cria- 
deros deberán responder de 
los daños que causen a las per- 
sonas o bienes de terceros, los 
animales que escapen de los 
mismos”63.

Al ser una ley de caza, es signifi-
cativo matizar que, a diferencia de la 
normativa española, no hay ninguna 
referencia expresa a quien pueda 
aprovecharse del coto mediante una 
actividad de caza o cinegética. Al usar 
la terminología “dueño del coto” el 
sistema chileno parecería no tener en 
consideración que quien se aprovecha 
del mismo y de su actividad cinegéti-
ca puede ser diferente del dueño del 
terreno donde esta actividad reside. 

Sin embargo, por la reforma del 
art. 609 del CC, operada por la ley de 
caza, se puede llegar a la conclusión 
de que el “dueño del coto” y el “titu-
lar del aprovechamiento cinegético” 

y ejemplares”, al incluirlos en el listado de 
fauna silvestre perjudicial o dañina del art. 6 
del reglamento de la Ley de Caza (decreto Nº 
5/1998). Este decreto los identificaba como: 
“perros salvajes o bravíos, que se encuentren 
en jaurías, fuera de las zonas o áreas urbanas y 
de extensión urbana, a una distancia superior a 
los 400 metros de cualquier poblado o vivienda 
rural aislada, los que deberán capturarse o 
cazarse en los términos establecidos en la Ley 
y el presente reglamento”. 

Con la reforma de 18 de marzo de 2015 
operada por el decreto con toma de razón Nº 6/ 
2015 publicado en el Diario Oficial de 25 de 
marzo se elimina del listado del art. 6.

63 Se la equipara a la de los dueños de los 
cotos al tenor del art. 21 de la Ley de Caza y al 
art. 59 de su Reglamento (decreto Nº 5/1998).
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esencialmente coinciden64. No solo 
“no se podrá cazar sino en tierras 
propias”, sino que la reforma elimi-
na la posibilidad de cazar de forma 
libre y sin permisos en las tierras no 
cercadas, no plantadas o no cultiva-
das (según la anterior regulación el 
permiso para cazar en estas tierras 
era por defecto), acotándose los suje-
tos que se benefician de la actividad 
de caza. La reforma del art. 609 del 
CC al requerir el permiso del dueño 
de la finca para cazar en tierra ajena 
contribuye a consolidar la justificación 
de su posible responsabilidad (al ha-
ber dado su consentimiento expreso). 
No obstante, no debe olvidarse que la 
responsabilidad nace también del be-
neficio económico o de la utilización 
de la cosa65, aspecto que, por ejemplo, 
en el art. 2326 del CC queda reflejado 
en la responsabilidad de quien “se 

64 Esto interpretando junto con el art. 21 de 
la Ley de Caza con el art. 609 del CC.

65 Sobre el animal como cosa véase Figue
roa Yáñez (2008), p. 70 y ss. En su escrito, el 
autor plantea de forma interesante si el animal, 
en virtud de los mayores derechos que le son 
reconocidos por la Declaración Universal de 
los Derechos del Animal, el Convenio Europeo 
sobre la Protección de Animales Vertebrados 
o la Directiva Europa Nº 86/609 –dado que 
no pueden entrar en la definición de persona 
natural (cfr. art. 55 del CC)– lo podrían en el 
concepto de persona jurídica. Para el autor un 
primer paso a la separación del concepto de 
animal del de simple cosa se puede ver en el 
art. 291 bis del Código Penal, que condena el 
maltrato animal, pese a que “es precisamente la 
ausencia de representante legal que impide que 
pueda considerarse a los animales como sujetos 
de derecho” (op. ult. cit., p. 84). No obstante, 
todos los derechos atribuibles a los animales 
por medio de las Declaración Universal de 
los Derechos del Animal, al margen de que 
no sean vinculantes para los Estados que las 
aprueban, para el autor, podría dejar abierto 
este interrogante.

sirve” de un animal ajeno; en este 
sentido, la responsabilidad del dueño 
y del sirviente no son necesariamente 
excluyentes66. Por ello, cuando una 
pieza de caza produzca un accidente 
vial, debería siempre considerarse la 
posibilidad de la responsabilidad del 
dueño del coto y de quien se ha apro-
vechado de la actividad cinegética, 
todas las veces en que estos sujetos 
no coincidan. 

El dictado del art. 21 es claro al 
fijar una responsabilidad objetiva por 
los daños provocados por los animales 
del coto. Pero  parece predisponer una 
responsabilidad más amplia en el caso 
de los dueños de criaderos, con otra 
en apariencia más delimitada para los 
dueño del coto, ya que la referencia a 
“los cotos colindantes”, podría excluir 
el daño que provocan las piezas de 
caza al entrar en la vía pública. 

De interpretarse esta norma de 
manera restrictiva, excluyendo así 
su aplicación a los daños provocados 
cuando la pieza de caza cruce la ca-
rretera, deberíamos preguntarnos si 
podría prever su responsabilidad por 
mandato del art. 160 n. 11 del texto 
refundido de la Ley de Tránsito, por 
el cual no pueden 

“dejarse animales sueltos (...) 
en forma pudieren obstaculi-
zar el tránsito”,

o del art. 200 Nº 19 que considera 
infracción grave 

“mantener animales sueltos 
en la vía pública o cierros en 

66 Cfr. Alessandri Rodríguez (2008), §§ 
324 y 328, pp. 399 y ss y 404.
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mal estado que permitan su 
salida a ella”.

Esta posible interpretación se debi- 
lita por el hecho de que ninguna de las 
dos normas está ubicada en el título 
xv, relativo a la responsabilidad por 
accidentes. Si la primera está conte-
nida el título anterior, en las disposi-
ciones generales sobre el uso de la vía 
pública, más significativo es el hecho 
de que la segunda se considere solo 
una infracción administrativa grave 
(no gravísima), a pesar de ubicarse 
en el título xvii relativo a los delitos 
y cuasidelitos. 

La referencia del art. 160 n. 11 de 
no “obstaculizar el tránsito”, podría 
llegar a interpretarse in extenso como 
una obligación indirecta de pre- 
disponer vallas al coto de caza justa-
mente a sabiendas de la presencia en 
el propio coto de animales bravíos. 
Sin embargo, esta posición quedaría 
desmontada a contrario, por el hecho 
de que el mismo art. 160 n. 11, en su 
segunda parte, fija esta obligación 
exclusivamente con referencia a las 
piezas de ganado al afirmar que:

“los dueños u ocupantes de 
predios con acceso a las vías 
públicas deberán mantener en 
buenas condiciones los cercos 
y puertas para evitar la salida 
del ganado”.

Lo que es cierto, es que la ley de 
tránsito no contiene ninguna normati-
va ad hoc relativa a la responsabilidad 
que podría derivar de accidentes con 
una pieza de caza, considerándose 
solo disposiciones genéricas. Al mar-

gen de la finalidad eventualmente 
protectora que estas normas tienen, de 
cara a la prevención de accidentes y 
frente a una interpretación restrictiva 
del art. 21 de la Ley de Caza, ¿podrían 
considerarse normas suficientes para 
llegar a condenar al dueño del coto 
de caza del cual salga una pieza que 
provoque un accidente? La presencia 
de una normativa especial que regula 
justamente la responsabilidad por da-
ños de animales procedentes del coto, 
¿es condición suficiente para excluir, 
a contrario, la genérica normativa de 
la Ley de Tránsito, o esta última debe 
aplicarse de manera complementaria? 

Al margen de que creo que es pro
pio decantarse por una interpretación 
extensiva del art. 21 de la ley de caza, 
aún más después de la reforma del 
art. 609 del CC, debe valorarse en 
qué medida opera la responsabilidad 
del vehículo u otros agentes, como el 
titular de la vía pública o el concesio-
nario. En el sistema chileno67, de la 
violación de infracciones administra-
tivas de la ley de tránsito, se hace de-
rivar expresamente la responsabilidad 

67 En cambio, esta es la crítica que se hace 
en sede española a la reforma de 2014, ya que 
la normativa, al referirse a la responsabilidad 
civil, hubiera tenido que ser colocada en un 
texto no administrativo (la ley de tránsito: real 
decreto legislativo Nº 339/1990, de 2 de marzo, 
por el que se aprueba el texto articulado de la 
Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a 
Motor y Seguridad Vial., en BOE. Nº 63, de 14 
de marzo de 1990 y sucesivas modificaciones), 
sino que en la legislación sobre responsabilidad 
civil como, por ejemplo, en el texto refundido 
de la Ley sobre Responsabilidad Civil y Seguro 
en la Circulación (real decreto legislativo 
8/2004, de 29 de octubre, en BOE. Nº 267, de 
5 de noviembre de 2004 y sucesivas modifica
ciones). Véase Martínez Nieto (2015), p. 74 
y ss.
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civil del conductor o del propietario, 
como evidencian las presunciones 
de culpabilidad en su contra (respec-
tivamente arts. 167 y 170 del texto 
refundido de la ley de tránsito: DFL 
1/2009). Además, a pesar de no estar 
incluidas en el título xv, específicas 
normas hablan de la responsabilidad

1)	 de las municipalidades o del 
Ministerio de Obras Públi
cas (por el art. 106 DFL Nº 
1/2009), todas las veces que 
dependiendo de las situacio
nes específicas, como en el 
caso del verificarse un acci- 
dente en la nocturnidad, (co
mo en el caso de la sentencia 
que se comenta) la ilumina-
ción de la carretera sea insu-
ficiente o inexistente; 

2)	 de la municipalidad o del fis- 
co en caso del mal estado 
de las vías públicas o de su 
señalización (art. 169.4 DFL 
Nº 1/2009). 

Aunque estas normas son de respon-
sabilidad, pueden entrar en juego solo 
eventualmente, ya que no se ciñen de 
manera expresa al supuesto específico 
de que se verifique un accidente vial 
con una pieza de caza. Por ello, su 
aplicación no será automática, sino 
que dependerá de las específicas cir-
cunstancias del accidente.

También se ha visto (véase supra) 
que puede existir responsabilidad de 
la concesionaria, contractual o extra-
contractual por la vía de los arts. 23 
o 35 del texto refundido de la Ley de 
Concesiones o del art. 62 de su regla-
mento68. Sin embargo, la presencia de 
estas normativas no debe considerarse 

68 Cfr. Diez Schwerter (2012), p. 125 y ss.

una razón suficiente para excluir la 
responsabilidad del dueño del coto, 
pues este debe responder de la obli-
gación de vallado de su finca privada, 
a sabiendas que animales puedan 
cruzar la carretera, con mayor razón, 
si se trata de una actividad de caza.

Sin embargo, por tratarse de 
un accidente vial, en todo caso, las 
presunciones de responsabilidad del 
conductor o del propietario arriba 
mencionadas deben necesariamente 
entrar en juego.

En definitiva, en el caso de acci-
dente vial con una pieza de caza se 
prospecta por regla general una mul-
tiplicidad de factores o antecedentes 
de hecho, que pueden intervenir de 
manera eventual en la producción del 
accidente. Esto se relaciona con todo 
un abanico de normas que pueden 
interaccionar, abriéndose la puerta 
a un concurso de responsabilidad de 
varios sujetos por distintos estatutos, 
incluso, en medidas o proporciones 
tanto diferentes como eventuales.

En la práctica, además, este pa-
norama debe luchar con aspectos 
de naturaleza procesal, ya que las 
distintas acciones conllevan diferentes 
procesos, competencias judiciales69, 
plazos de prescripción70 e, incluso, 

69 Por ejemplo, en el caso de la respon
sabilidad ex art. 169.4 del DFL Nº 1/2009 
la demanda debe interponerse frente al Juez de 
Letras de lo civil, pero en caso de infracción 
convencional de accidente de tránsito (art. 1 de 
la ley Nº 15.231/1984) o si el sujeto se considera 
usuario/consumidor el juez competente es el 
de policía local (véase la responsabilidad de la 
concesionaria supra).

70 Un año en caso de responsabilidad de 
acuerdo con la ley Nº 18.490 (véase art. 13), tres 
o seis meses (arts. 21 y 26 de la ley Nº 19496/ 
1997), en caso de aplicación de la normativa 
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presunciones y cargas probatorias 
invertidas.

Ahora bien, la posibilidad de iden- 
tificar coresponsables o eximentes de 
responsabilidad contrasta con aque-
llas dudosas posturas jurisprudencia-
les que excluyen la interacción de las 
diversas normativas, por aplicación 
del principio de especialidad. En 
este sentido, aunque en relación con 
la aplicación del art. 2326 del CC, la 
Corte Suprema ha considerado que 
la obligación de la concesionaria, de 
adoptar las medidas necesarias para 
que los cercos de los predios vecinos 
se encuentren en buen estado (a fin de 
evitar que pudieran salir animales a la 
carretera que interrumpieran la libre 
circulación de los vehículos), debe 
primar por su especialidad sobre la 
normativa que asigna la responsabi-
lidad del animal71. 

Esta postura, aunque no se refiere 
a la normativa relativa a una pieza de 
caza, provoca perplejidad por cuanto 
continúa pendiente el interrogante 
sobre cuál es efectivamente la norma 
especial en este caso o si, por su pecu-

sobre consumo, además pudiéndose entrar en 
juego los plazos de Derecho Común o la pres
cripción de responsabilidad de la concesionaria 
por la Ley de Concesiones (véase supra).

71 La Corte Suprema considera que la 
concesionaria “no cumplió con la obligación 
que le impone la concesión y por consiguiente 
la que asume al celebrar el contrato de pres
tación de servicios con el usuario, siendo 
por ello responsable de los daños que son la 
consecuencia de dicho cumplimiento, norma 
que por su especialidad, prefiere por sobre 
aquella que asigna la responsabilidad al pro
pietario del animal”: SCS de 17 de agosto de 
2011, Bravo Cisternas Fredy con Sociedad 
Concesionaria Autopista del Aconcagua S.A., 
rol Nº 6.370-2009, cita en línea Legalpublishing 
CL/JUR/669/2011.

liaridad, más normas deben solaparse, 
al margen de ser reglas especiales 
por separado en sus determinados  
ámbitos de aplicación72. Ahora bien, 
en la hipótesis de la pieza de caza, si 
se aceptara la aplicación del art. 21 de 
la Ley de Caza a los accidentes viales, 
quedarían muchas menos dudas de 
que es ésta la especial.

De todos modos, al estado actual, 
el sistema deja abiertos muchos inte-
rrogantes y posibles soluciones inter-
pretativas que deben necesariamente 
armonizarse, aun más, tratándose de 
un accidente vial. Lo que es cierto, es 
que la peculiaridad chilena hace que, 
en cualquier caso, la solución sería 
diferente a la que prospecta la nueva 
normativa española.

Al tratarse de un accidente vial, 
existe el automatismo del pago de 
las lesiones personales por parte de 
la compañía aseguradora del coche73, 
que difícilmente74 tendrá acción de 
regreso sobre el propietario. Aquí el 
conductor, para ser considerado res-

72 El art. 2326 del CC tampoco encaja 
perfecto en el supuesto analizado ya que el pro- 
pietario del animal, que no es pieza de caza, no 
necesariamente es el dueño del coto de don- 
de procede.

73 El hecho de que el seguro obligatorio de 
accidentes personales pague automáticamente 
las lesiones “bastando la sola demostración del 
accidente y de las consecuencias de muertes 
y lesiones que éste originó a la víctima” (art. 6 
de la ley Nº 18.490/1986).

74 La sola posibilidad del derecho de re
greso del asegurador frente al propietario es en 
caso de dolo; el regreso es frente al tomador 
de seguro que se presume ser el propietario 
(cfr. arts. 16 y 4.4 de la ley Nº 18.490. Siempre 
podrá tener acción contra el responsable civil. 
Normalmente este automatismo en el pago de 
las lesiones se manifiesta en solicitar la cesión 
de los derechos que tiene el indemnizado 
pagado por la compañía de seguro.
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ponsable, no sólo deberá haber tenido 
una conducta culposa (art. 167 DFL Nº 
1/2009), sino que deberá demostrarse 
que su infracción ha sido “causa de-
terminante de los daños producidos” 
(véase art. 166 DFL Nº 1/2009). Si se 
aceptara la aplicación del art. 21 de la 
ley de caza a los accidentes viales, ven-
dría a predominar la responsabilidad 
del dueño del coto todas las veces que 
el conductor haya operado según los 
estándares de conductas apropiados. 
De lo contrario, siempre podrá existir 
un concurso de responsabilidad y 
reducirse el monto de acuerdo con la 
regla general del art. 2330 del CC75.

Una ocasión útil para reorganizar 
y armonizar todo este sistema podría 
ser la futura aprobación de la Ley de 
Tenencia Responsable de Mascotas y 
Animales de Compañía, que podría 
aprovechar de sistematizar las res
ponsabilidades por cada categoría 
de animal76 y de determinar en qué 
medida deben ser responsables el ti-
tular del aprovechamiento cinegético, 
el propietario del terreno donde este 
reside, el conductor y el titular (como 
del concesionario) de la vía pública, en 
la tipología de daño aquí analizado77.

75 Los efectos de la reducción de respon
sabilidad al tenor del art. 2330 del CC ya se 
aceptan por la doctrina v.gr. Alessandri Ro- 
dríguez (2008), § 481, p. 573 y ss; Barros Bou
rie (2006), p. 729.

76 La propuesta se encuentra en tercer trámite, 
bajo el análisis del Senado: véase propuesta de 
Ley sobre Tenencia Responsable de Mascotas y 
Animales de Compañía, Boletín 6499-11, disponible 
en www.senado.cl/appsenado/templates/
tramitacion/index.php?boletin_ini=6499-11 [fecha 
de consulta: 15 de abril de 2015].

77 Oportunidad de momento no aprove
chada. En la actualidad a la hora de tratar la 
responsabilidad civil, el art. 9 del texto de la 
propuesta inicialmente aprobada por el Sena
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